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RECURSO 10/2025 
RESOLUCIÓN 33/2025 
 

 
Resolución 33/2025, de 5 de marzo, del Tribunal Administrativo de 

Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se estima 
parcialmente el recurso especial en materia de contratación nº 
10/2025 interpuesto por Servicios Integrales Vehículos Urbanos, 

S.L., contra el pliego de prescripciones técnicas que ha de regir la 
licitación del contrato de ejecución de la actuación “camión de 
recogida R.S.U. bajo criterios de eficiencia 

energética/contenerización: Lote 1 suministro”, en su modalidad de 
adquisición, de camión recolector de R.S.U. con sistema de recogida 
de carga bilateral automática compatible con seta F90, equipado con 

compactador fijo, siendo el mismo equipo capaz de recoger los 
contenedores superficiales instalados en el municipio, en el marco 
del Plan de recuperación, transformación y resiliencia, cofinanciado 

a través de los Fondos Europeos Next-Generation, a adjudicar por 
procedimiento abierto, sujeto a regulación armonizada y tramitación 
urgente, por el Ayuntamiento del Real Sitio de San Ildefonso 

(Segovia), expediente nº 2522/2024. 
 
 

I 
ANTECEDENTES 

 
Primero.- El 4 de enero de 2025 se publica en la Plataforma de 

Contratación del Sector Público (en adelante PCSP) el anuncio de licitación del 

contrato para la ejecución de la actuación “camión de recogida RSU bajo 
criterios de eficiencia energética/contenerización”, dividido en dos lotes, para 
el suministro de un camión recolector de RSU, con sistema de recogida de 

carga bilateral automática, compatible con seta F90, equipado con 
compactador fijo, capaz de recoger los contenedores superficiales instalados 
en el municipio (lote 1) y de 12 contenedores de superficie 3000L para la 

recogida específica de residuos orgánicos de origen domiciliario (lote 2), en el 
marco del Plan de recuperación, transformación y resiliencia, cofinanciado por 
fondos europeos Next-Generation, a adjudicar por procedimiento abierto, 

sujeto a regulación armonizada y tramitación urgente, por el Ayuntamiento del 
Real Sitio de San Ildefonso (Segovia), expediente 2522/2024.  
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Segundo.- El 5 de enero de 2024 se publican en la PCSP los pliegos 
que rigen la contratación, los acuerdos de inicio y aprobación del expediente 
de contratación y la memoria justificativa de la contratación. 

 
Tercero.- El 22 de enero de 2025 la Mesa de contratación propone 

declarar desierto el lote 1, correspondiente al suministro de un camión de 
residuos urbanos, al no haberse presentado ninguna oferta, publicándose el 
acta de la sesión en la PCSP el 24 de enero.  

 
Cuarto.- El 23 de enero de 2025 tiene entrada en el registro del 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León un 

recurso especial en materia de contratación interpuesto por D. yyy, en nombre 
y representación de Servicios Integrales Vehículos Urbanos, S.L. (en adelante, 
SIVU), contra el pliego de prescripciones técnicas que rige la licitación.  

 
El recurso se funda en que el PPT vulnera los principios de libre 

concurrencia y competencia previstos en la LCSP y en la normativa europea 

de aplicación, porque introduce especificaciones técnicas que se ajustan al 
máximo al producto de una de las posibles licitadoras (Nord Engineering, SRL 
y su filial española Nord Easy Ibérica, S.L.U.), abocando la licitación a la 

adjudicación a una empresa predeterminada. Afirma que “resulta clara la 
intervención de la propia licitadora interesada NORD ENGINEERING 
asesorando el contenido de los pliegos en aras a la exclusión de posibles 

competidores”. Concretamente, impugna las cláusulas del PPT contenidas en 
el apartado “2.2.2 Grúa” relativas a la duración del ciclo de recogida de un 

contenedor, que no podrá superar los 60 segundos para contenedores de 
superficie; la exigencia de movimientos ortogonales y la relativa a la exigencia 
de que instalación de video disponga de 2 monitores en el interior de la cabina.  

 
En particular, considera que la exigencia de movimientos ortogonales o 

lineales carece de justificación técnica y le impide participar en la licitación. La 

recurrente expone que comercializa camiones de marca ESA (Ecologia 
Soluzione Ambiente) compatibles con el sistema EASY (que es el que tiene 
implantado el municipio, en el cual los contenedores están equipados con la 

seta F90) que tienen un sistema de movimiento circular perfectamente válido, 
puesto que ya realiza satisfactoriamente esa recogida en otras ubicaciones con 
calles estrechas, tendidos de cables, árboles….en las que con anterioridad se 

realizaba la recogida por camiones suministrados por la empresa NORD 
ENGYNEERING. Adjunta a su recurso informes de buena ejecución de las 
entidades que han adquirido o utilizan vehículos recolectores equipados con 

“Grúa Ecología 2AS” para enganche tipo seta F90; informe técnico sobre el 
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movimiento de la grúa emitidos por la oficina técnica de ESA (fabricante) e 
informe técnico sobre su rapidez y precisión en la recogida de residuos, emitido 
por ingeniero técnico industrial, así como un vídeo de funcionamiento. 

 
Quinto.- Se han recibido en este Tribunal el expediente y el informe 

del órgano de contratación de 28 de enero de 2025, acompañado de un 
informe del técnico municipal de medio ambiente de la misma fecha, en los 
que se justifica el establecimiento de las prescripciones técnicas mínimas que 

se discuten en atención a las necesidades públicas del Ayuntamiento y las 
características físicas del municipio, circunstancias que permiten que se 
pueden establecer prescripciones técnicas no accesibles a todos los 

potenciales licitadores.  
 
Sexto.- Mediante Acuerdo 5/2025, de 11 de febrero, del Tribunal 

Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, se estima la 
solicitud de suspensión del procedimiento de contratación. 

 

Séptimo.- Conferido traslado del recurso, no consta la presentación de 
alegaciones. 

 

 
II 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- De conformidad con lo previsto en el artículo 46.1 de la Ley 9/2017, 

de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (en adelante LCSP) 
corresponde al Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla 
y León resolver los recursos especiales en materia de contratación que se 

interpongan frente a los contratos y los actos que sean susceptibles de 
impugnación por esta vía especial.  

 

La competencia de este Tribunal viene determinada también por el 
artículo 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, 
Administrativas y Financieras. 

 
2º.- La empresa está legitimada para interponer el recurso especial en 

materia de contratación, puesto que invoca que el pliego recurrido perjudica 

su derecho a participar en condiciones de igualdad en la licitación convocada 
(artículo 48 de la LCSP), y está acreditada su representación. 
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Debe ponerse de manifiesto que la recurrente no ha presentado oferta, 
pero manifiesta su interés en participar en la licitación (para lo cual tiene 
capacidad, atendido su objeto social) y funda su recurso contra el pliego 

técnico en la existencia de cláusulas discriminatorias que persiguen la 
adjudicación del contrato a una empresa determinada. En estos casos, debe 

admitirse la legitimación de las empresas no licitadoras porque, como ha 
señalado este TARCCYL, en su Resolución 82/2024, de 20 de junio:  

 

“Resulta reiterada la doctrina y jurisprudencia de nuestros tribunales 
administrativos de recursos contractuales, que considera la admisibilidad de 
los recursos especiales en materia de contratación frente a los pliegos si su 

redacción impide al recurrente licitar en el procedimiento de contratación en 
situación de igualdad con el resto de operadores económicos. Por todas 
podemos destacar la Resolución nº 244/2021, de 5 de marzo de 2021, del 

Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, recurso nº 
64/2021, C.A Región de Murcia 7/2021. 

 

»El Tribunal Supremo ha resuelto ya sobre la legitimación del 
recurrente que no participa en el procedimiento de contratación, admitiéndola 
excepcionalmente cuando el motivo de impugnación de los pliegos impide a 

dicho recurrente participar en un plano de igualdad en la licitación (Tribunal 
Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 7ª, 
Sentencia de 5 junio 2013).  

 
»Por ello, para admitir legitimación para recurrir los pliegos que 

rigen una licitación por quien no ha tomado parte en la misma resulta 
necesario que la entidad recurrente, al menos, se haya visto impedida de 
participar como consecuencia de las restricciones introducidas en los pliegos 

objeto de recurso, pues no resulta admisible un recurso en materia de 
contratación basado en un mero interés en la legalidad abstracta del 
procedimiento de licitación, no admitiéndose una acción popular en esta 

materia (…)”. 
 

En el mismo sentido, el TACRC en su reciente Resolución 1516/2024, 

de 28 de noviembre, ha señalado que:  
 
“(…) la sentencia del Tribunal Constitucional, Sala Segunda, 52/2007, 

de 12 de marzo y la sentencia del Tribunal Supremo, Sala III, de 20 de mayo 
de 2008 –Roj STS 2176/2008–, señalan que la regla es que solo los operadores 
económicos que han presentado su oferta al procedimiento están legitimados 

para impugnar los pliegos, pues sólo quienes se encuentran en esa situación 
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están en condiciones de alzarse con el contrato. Sin embargo, esta regla 
quiebra en los casos en los que el operador económico impugna una cláusula 
del Pliego que le impide participar en la licitación en condiciones de igualdad 

(cfr., por todas, Sentencia del Tribunal Supremo, Sala III, 5 de julio de 2005 
–Roj STS 4465/2005–). 

 
»Esta doctrina es coherente con el Ordenamiento Comunitario, 

en el que el artículo 1.3 de la Directiva 89/665/CEE requiere que los 

procedimientos de recurso sean accesibles a cualquier persona que `tenga o 
haya tenido interés en obtener un determinado contrato´.  

 

»En ese sentido, la Sentencia del TJCE, Sala Sexta, de 12 de 
febrero de 2004 (asunto C-230/02), señaló: `27 En este sentido, como ha 
señalado la Comisión en sus observaciones escritas, la participación en el 

procedimiento de adjudicación de un contrato puede constituir en principio 
válidamente, con arreglo al artículo 1, apartado 3, de la Directiva 89/665, un 
requisito cuyo cumplimiento se exija para determinar que la persona afectada 

tiene un interés en obtener el contrato de que se trate o puede verse 
perjudicada por el carácter supuestamente ilegal de la decisión de adjudicación 
de dicho contrato. Si no ha presentado una oferta, esta persona difícilmente 

puede demostrar que tiene interés en oponerse a esta decisión o que se ha 
visto perjudicada o puede verse perjudicada como consecuencia de dicha 
adjudicación. 

 
»No obstante, en el supuesto de que una empresa no haya 

presentado una oferta debido a la existencia de características supuestamente 
discriminatorias en la documentación relativa a la licitación o en el pliego de 
cláusulas administrativas, que le hayan impedido precisamente estar en 

condiciones de prestar todos los servicios solicitados, tendría derecho a 
ejercitar un recurso directamente contra dichas características, incluso antes 
de que concluya el procedimiento de adjudicación del contrato público de que 

se trate»´.  
 
»En el mismo sentido se ha pronunciado el TGUE en su sentencia 

de 26 de enero de 2022 del TGUE, Sala novena ampliada, en el asunto 
Leonardo SpA contra Agencia Europea de la Guardia de Fronteras y Costas 
(…)”. 

 
3º.- El análisis de los requisitos de admisión del recurso permite 

concluir que, de conformidad con lo establecido en el artículo 44.1.a) y 44.2.a) 

de la LCSP, se ha interpuesto contra un acto recurrible: el contenido de los 
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pliegos de un contrato de suministro por un valor estimado de 314.516 euros, 
superior, por lo tanto, a 100.000 euros.  

 

El recurso especial se ha interpuesto en el plazo legalmente previsto, 
puesto que los pliegos se publicaron en la PCSP el 5 de enero de 2025 y el 

recurso se ha interpuesto el 23 de enero de 2025, dentro del plazo de 15 días 
hábiles previsto en el artículo 50.1.b) de la LCSP, al que remite la cláusula 53 
del PCAP rector de la licitación.  

 
No resulta de aplicación, en este caso, el plazo para recurrir de 10 días 

naturales previsto en el artículo 58.a) del Real Decreto-Ley 36/2020, de 30 de 

diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de 
la Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, puesto que como ha señalado la RTARCCYL 

133/2024, de 3 de octubre: “(…) el artículo 58.a) del Real Decreto-ley 36/2020 
tan solo identifica el acuerdo de adjudicación como acto recurrible al que 
aplicar la reducción del plazo general de los quince días hábiles previsto en el 

artículo 50.1 de la LCSP a los diez días naturales. 
 

»La literalidad del precepto, unido a su carácter de norma 

especial, y a que la reducción del plazo se establece en una norma excepcional 
por estar prevista tan solo para casos de extraordinaria y urgente necesidad 
(artículo 86.1 de la CE), lleva a una interpretación restrictiva del precepto. Por 

ello, considerar que dicha reducción es aplicable al resto de actos impugnables, 
distintos al de adjudicación, sería efectuar una indebida y no prevista extensión 

de la regla específica regulada en dicho precepto, contraria al principio de 
seguridad jurídica reconocido en el artículo 9.3 CE. 

 

»Junto a ello, el principio pro actione aconseja descartar 
interpretaciones y aplicaciones de los presupuestos procesales previstos en las 
leyes que impiden u obstaculizan injustificadamente el derecho al acceso a la 

jurisdicción (STC 11/2009, de 12 de enero)”. 
 

4º.- Entrando en el fondo del asunto, debe examinarse si, como alega 

el recurrente, las prescripciones incluidas en el PPT con el carácter de mínimos 
por el órgano de contratación suponen una vulneración de los principios de 
igualdad y libre concurrencia, restringiendo injustificadamente el acceso a la 

licitación de empresas cuyos productos podrían satisfacer las necesidades que 
persigue el órgano de contratación con el suministro objeto de esta licitación. 
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Al respecto, debe tenerse en cuenta que el artículo 126.1 de la LCSP 
establece que “Las prescripciones técnicas a que se refieren los artículos 123 
y 124, proporcionarán a los empresarios acceso en condiciones de igualdad al 

procedimiento de contratación y no tendrán por efecto la creación de 
obstáculos injustificados a la apertura de la contratación pública a la 

competencia”.  
 
A su vez el apartado 6 señala que “Salvo que lo justifique el objeto del 

contrato, las prescripciones técnicas no harán referencia a una fabricación o 
una procedencia determinada, o a un procedimiento concreto que caracterice 
a los productos o servicios ofrecidos por un empresario determinado, o a 

marcas, patentes o tipos, o a un origen o a una producción determinados, con 
la finalidad de favorecer o descartar ciertas empresas o ciertos productos. Tal 
referencia se autorizará, con carácter excepcional, en el caso en que no sea 

posible hacer una descripción lo bastante precisa e inteligible del objeto del 
contrato en aplicación del apartado 5, en cuyo caso irá acompañada de la 
mención «o equivalente»”. 

 
De este precepto se deduce que si bien los poderes adjudicadores 

pueden configurar el objeto del contrato de la manera más adecuada para la 

satisfacción de las necesidades o funcionalidades que se pretendan satisfacer, 
no pueden establecer disposiciones cuyo objeto sea impedir injustificadamente 
el acceso a la licitación o limitar la concurrencia. 

 
Entre otros casos, y por lo que interesa al objeto de este procedimiento 

de recurso, tal obstrucción se produce cuando se cumplen dos condiciones:  
 

1. Que se establezcan unas exigencias técnicas que de hecho 

solo puedan ser cumplidas por un único producto o sean accesibles para un 
único licitador o en condiciones tan gravosas para los interesados que 
supongan una barrera efectiva a la concurrencia.  

 
2. Que tales requerimientos sean arbitrarios, es decir, no 

estrictamente necesarios para satisfacer la finalidad perseguida por el 

contrato, la cual podría quedar igualmente cumplida con otras soluciones 
técnicas que, sin embargo, las prescripciones no permiten. 

 

La determinación de los criterios técnicos, así como su aplicación 
concreta por la Mesa de contratación, son libremente establecidos por las 
entidades adjudicadoras de contratos públicos, dentro de los límites de la 

ciencia y la técnica, por ser ellas las que mejor conocen las necesidades 
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públicas que deben cubrir y los medios de los que disponen, por lo que no 
pueden ser sustituidas por un licitador o por los órganos administrativos o 
judiciales de revisión.  

 
Así, este Tribunal tiene una abundante doctrina sobre el contenido de 

las prescripciones técnicas (por todas, las Resoluciones 19, 20, 60 y 61/2014; 
69/2015; 12, 72 y 80/2016; 19 y 95 /2017, y 19/2019, de 21 de febrero). En 
ella se establece que la libre determinación de los criterios técnicos, en los 

términos referidos, tiene su límite en la normativa de contratación pública y 
los principios de igualdad y libre concurrencia. 

 

La discrecionalidad del órgano de contratación para configurar el 
contrato y sus límites, resulta del artículo 28.1 de la LCSP, según el cual: “Las 
entidades del sector público no podrán celebrar otros contratos que aquellos 

que sean necesarios para el cumplimiento y realización de sus fines 
institucionales. A tal efecto, la naturaleza y extensión de las necesidades que 
pretenden cubrirse mediante el contrato proyectado, así como la idoneidad de 

su objeto y contenido para satisfacerlas, cuando se adjudique por un 
procedimiento abierto, restringido o negociado sin publicidad, deben ser 
determinadas con precisión, dejando constancia de ello en la documentación 

preparatoria, antes de iniciar el procedimiento encaminado a su adjudicación”. 
En el mismo sentido, el artículo 99.1 de la LCSP, que señala que “El objeto de 
los contratos del sector público deberá ser determinado. El mismo se podrá 

definir en atención a las necesidades o funcionalidades concretas que se 
pretenden satisfacer, sin cerrar el objeto del contrato a una solución única. En 

especial, se definirán de este modo en aquellos contratos en los que se estime 
que pueden incorporarse innovaciones tecnológicas, sociales o ambientales 
que mejoren la eficiencia y sostenibilidad de los bienes, obras o servicios que 

se contraten”.  
 
Por otra parte, como ha señalado la RTARCCYL 82/2024, de 20 de junio 

“Este Tribunal debe advertir que es la recurrente a quien corresponde acreditar 
que las especificaciones técnicas del PPT suponen una limitación a la libre 
concurrencia al tratarse de especificaciones que solo pueden ser cumplidas por 

un fabricante, o por un licitador, con exclusión de todos los demás. El licitador 
no ostenta el derecho de que las prescripciones del PPT se ajusten 
necesariamente a sus productos ni que el poder adjudicador adapte unos 

bienes, anteriormente adquiridos, al mercado existente.  
 
Por otro lado, para apreciar el cumplimiento de tales requerimientos, 

hay que partir de que este Tribunal carece de conocimientos sobre los 
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requisitos técnicos exigidos en el PPT o sobre el estado del mercado, por lo 
que la decisión a adoptar ha de basarse en los elementos probatorios e 
informes obrantes en el expediente. Y es preciso recordar que la carga de la 

prueba incumbe a la parte que alega los hechos, para lo que deberá aportar 
indicios suficientes que permitan una convicción mínima de certeza de las 

alegaciones que realiza. En este contexto, resulta oportuno traer a colación la 
sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo (Sección Tercera) de la 
Audiencia Nacional de 30 de mayo de 2013 (recurso nº 97/2002) que, ante las 

dos consideraciones técnicas contrarias mantenidas por las partes en el 
recurso, asevera que `a falta de una prueba técnica independiente, aportada 
o suscitada en su práctica por aquél en quien recae la carga probatoria, y dado 

la falta de conocimiento ad hoc del Tribunal, ha de resolverse a favor de la 
Administración por la presunción de imparcialidad que merece tal criterio, ya 
que gozaba de la imparcialidad que le confiere su naturaleza y la condición de 

los funcionarios que lo emiten, frente al mero del perito de parte´”.  
 
5º.- En este caso, la empresa recurrente SIVU considera que las 

exigencias técnicas contenidas en el PPT únicamente pueden ser cumplidas 
por la empresa NORD ENGINEERING o su filial española, que es la empresa 
que creó y patentó el sistema de recogida de residuos urbanos EASY, 

implantado en el Ayuntamiento contratante, y caracterizado porque los 
contenedores son elevados y maniobrados a través de un enganche en su 
parte superior llamado Seta F90. Actualmente esa patente ha finalizado y la 

recurrente expone que comercializa vehículos de marca ESA, con movimiento 
de tipo circular, que son perfectamente compatibles y capaces de realizar la 

recogida de residuos en contenedores equipados con la seta F90. En particular, 
considera que no tiene justificación técnica la exigencia en el PPT de 
movimientos ortogonales o lineales de la grúa ni el tiempo máximo de 

maniobra de 60 segundos por ciclo de recogida de un contenedor. Asimismo, 
considera un requerimiento artificioso e inútil, introducido solamente para 
favorecer a un fabricante (NORD ENGINEERING) la exigencia de dos monitores 

en el interior de la cabina, puesto que sus vehículos cuentan con una pantalla 
o monitor que muestra dos imágenes, de manera que el resultado es el mismo.  

 

Examinando el PPT, el apartado “2.2.2 Grúa” indica lo siguiente: “La 
grúa será robotizada para la recogida de contenedores, con un solo punto de 
enganche, tipo seta F90, a ambos lados del vehículo, con las siguientes 

características:  
 

»El ciclo de recogida de un contenedor no podrá superar 60 

segundos en condiciones normales para los contenedores de superficie 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es


 
 
 

10 
Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es 

 

instalados en el municipio. Se entiende como ciclo de recogida el tiempo que 
transcurre desde que se conecta la toma de fuerza de accionamiento de la 
grúa para recoger el contenedor, su vaciado, depósito en el mismo lugar y 

hasta que se desconecta la misma después de su recogida para continuar la 
marcha. Se deberá aportar información técnica al respecto, y se comprobará 

in situ en las pruebas de rendimiento de equipos.  
 
»Estructura mecánica compuesta de una torreta posicionada 

detrás de la cabina, con movimientos ortogonales, elevación en vertical y 
brazos telescópicos con movimiento horizontal y dispositivo de enganche en 
su extremo (…). 

 
»El sistema de enganche y vaciado mediante el cual se 

engancharán los contenedores a estos vehículos de carga bilateral automática, 

permitirá que la elevación del contenedor sea de manera totalmente vertical y 
sin balanceo, lo que asegurará que la estructura interna no sufra 
deformaciones a lo largo de toda su vida útil (…) 

 
»Instalación eléctrica- electrónica compuesta de (…) Instalación 

de vídeo compuesta de 4 telecámaras externas y dos monitores en el interior 

de la cabina. La imagen deberá ser visualizable por el operario desde la cabina 
sin ningún retardo, con objeto de facilitar la labor (…)”. 

 

El PPT expresamente indica que, en todo caso, las condiciones 
requeridas en el proceso de elevación, descarga y reposición del contenedor a 

su ubicación original deberán cumplirse, aunque existan obstáculos 
interpuestos entre el vehículo recolector y el contenedor a recoger, así como 
en condiciones climatológicas no favorables y con pendiente en el terreno. 

 
Por otra parte, la memoria justificativa, a propósito de la necesidad 

que pretende cubrirse e idoneidad del contrato precisa que:  

 
“La Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para 

una economía circular recoge en su artículo 26 los objetivos de preparación 

para la reutilización, reciclado y valorización de diferentes flujos de residuos, 
entre los que se distinguen los fijados para los residuos municipales para 2025, 
2030 y 2035. Para cumplir con la labor de recogida de los residuos sólidos 

urbanos de las vías públicas y otros espacios como el aparcamiento del Puerto 
de Navacerrada, se considera necesaria la adquisición de un camión recolector 
compactador debido al estado de antigüedad y menor capacidad de recogida 

que presenta en la actualidad el vehículo existente, que presenta una baja 
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eficiencia, elevado consumo de gasoil, además de un gasto continuado tanto 
por el incremento del número de servicios de recogida como por las 
reparaciones y mantenimiento. La renovación del vehículo es conveniente y 

necesaria para prestar el servicio satisfactoriamente redundando en una mejor 
calidad de vida de los ciudadanos reduciendo las emisiones de gases efecto 

invernadero y los ruidos derivados de la recogida de contenedores, así como 
la optimización de recursos.  

 

»Actualmente el Ayuntamiento dispone de 1 camión recolector 
compactador con el sistema mono-operador tipo EASY, de recogida bilateral 
(20-23 m3), así como un camión con caja abierta y sistema de recogida 

bilateral para la recogida de los contenedores de reciclados.  
 
»También es necesaria la instalación de contenedores para la recogida 

de residuos orgánicos específicos para su implantación en el municipio. 
 
»La naturaleza y extensión de las necesidades que pretenden cubrirse 

con el contrato, en ambos lotes, es la de cumplir con la Ley 7/2022, de 8 de 
abril, de residuos y suelos contaminados para una economía circular, 
disminución de consumo de combustible fósil, reducción de reparaciones y 

mantenimiento, con la consiguiente reducción de emisiones de efectos 
invernadero, todo ellos de acuerdo con las declaraciones DNSH 
correspondientes a cada uno de los lotes (…)”. 

 
Precisamente en relación con los objetivos descritos el PCAP ha 

establecido criterios de adjudicación no valorables mediante cifras o 
porcentajes que tienen en cuenta la reducción de ruidos (del motor y de la 
caja compactadora de residuos) y de gases de efecto invernadero.  

 
En relación con la exigencia de que la grúa realice movimientos 

ortogonales, el informe del técnico municipal de gestión medio ambiente, 

remitido junto con el expediente de contratación, indica que: “En relación a 
esta cuestión, que la torreta esté posicionada detrás y con movimientos 
ortogonales, elevación vertical y brazos telescópicos con movimiento 

horizontal, se justifica ya que se pretende que la recogida del contenedor no 
produzca o minimice los balanceos, de tal forma que se realice de la forma 
más segura en calles estrechas y se eviten posibles peligros derivados de un 

desplazamiento en diagonal accidental (…) De esta forma se pretende que con 
este tipo de movimiento se eviten en la medida de lo posible daños debido al 
balanceo dada la proximidad de las isletas en las que se ubican los 

contenedores a fachadas (zona del arrabal y otros entornos urbanos de 
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trazado sinuoso y calles estrechas), cableados de servicio y al arbolado urbano. 
Así mismo se pretende que, con el nuevo equipo se reduzca al máximo, 
considerando las opciones del mercado, el ruido del posible balanceo por 

movimientos del contenido del contenedor cumpliendo con la normativa sobre 
ruidos de aplicación”.  

 
Así pues, se justifica esta exigencia técnica por la necesidad de evitar 

el balanceo teniendo en cuenta que se trata de calles estrechas y los 

contenedores están próximos a las fachadas, cableado y arbolado urbano. El 
informe incorpora un link a la web de una empresa cuyos sistemas 
inalámbricos pueden utilizarse en grúas y aparatos elevadores, que indica las 

ventajas del movimiento ortogonal para maniobrar en recorridos estrechos y 
rectos y evitar un desplazamiento en diagonal accidental de la palanca de 
cambio.  

 
Sin embargo, el técnico municipal no rebate la documentación técnica 

aportada por la recurrente que trata de acreditar que las diferencias 

funcionales entre los equipos con movimiento ortogonal o cartesiano y polar 
(con movimiento circular en la base) no inciden en la correcta prestación del 
servicio ni suponen una mayor oscilación del contenedor. Con este fin, aporta 

un documento titulado “Respuesta técnica a la comparación de fuerzas de 
inercia horizontales en equipos de elevación cartesiana y polar para el 
enganche de setas F90”, de la oficina técnica de la casa fabricante ESA, de 8 

de abril de 2022, según el cual es en las fases de elevación vertical del 
contenedor y retorno vertical del contenedor al suelo en las que se expresa la 

principal diferencia funcional entre el equipo cartesiano y polar, puesto que “el 
primero implica únicamente la traslación vertical de la columna vertebral, 
mientras que el segundo implica 3 movimientos simultáneos: 

 
- Elevación del paquete de pluma. 
- Salida de extensión de brazo telescópico. 

- Columpio de pinza. 
 

»Desde el punto de vista inercial, la combinación de estos 3 

movimientos del equipo polar hace que el movimiento del contenedor sea 
puramente vertical exactamente igual que en la traslación de la columna del 
equipo cartesiano, asegurando que no se desarrolle ninguna fuerza ortogonal 

a la gravedad (…)”. Exponiendo el documento, seguidamente, los algoritmos 
con los que se controlan los componentes hidráulicos del equipo polar.  
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La recurrente también ha aportado un informe técnico de 5 de julio de 
2024, elaborado por ingeniero técnico industrial, según el cual “Tras la 
observación y análisis del vehículo y su equipo de recogida y tras las 

inspecciones y visitas realizadas considero que el equipo de recogida de 
residuos con grúa 2AS Robot bilateral, es perfectamente capaz de realizar las 

tareas de recogida de residuos de forma precisa sin golpear los contenedores 
adyacentes y en un tiempo muy razonable y que por tanto el resultado de la 
prueba debió ser positivo”. En el mismo sentido, se han aportado certificados 

de buena ejecución de entidades que utilizan este vehículo recolector de 
residuos y un vídeo ilustrativo de su funcionamiento.  

 

En atención a lo expuesto y partiendo de que la idoneidad del objeto 
del contrato requiere elevación vertical del contenedor y sin balanceo, no 
resulta razonable restringir el acceso a la licitación exigiendo que las grúas 

solo realicen movimientos ortogonales, puesto que se ha practicado prueba 
acreditativa de que los equipos polares o con movimientos circulares en la 
base pueden realizar la recogida de los contenedores con elevación vertical y 

sin balanceo de forma equivalente a los equipos cartesianos, sin que esta 
prueba haya sido rebatida ni contestada por los técnicos de la entidad 
contratante. En todo caso, deberá acreditarse en la correspondiente licitación 

que el vehículo ofertado cumple las prescripciones técnicas mínimas, incluida 
la elevación vertical sin balanceo.  

 

Procede, en consecuencia, estimar el recurso en cuanto a este motivo 
de impugnación, y declarar la nulidad de la cláusula 2.2.2 del PPT en el 

apartado que exige que la torreta de la grúa detrás de la cabina realice 
movimientos ortogonales, con elevación en vertical y brazos telescópicos con 
movimiento en horizontal, con retroacción del procedimiento al momento de 

la confección de los pliegos para su nueva aprobación conforme a derecho.  
 
6º.- En relación con la exigencia contenida en el PPT relativa a que el 

ciclo de recogida de un contenedor no supere los 60 segundos, la parte 
recurrente expone que su producto sí cumple con este tiempo de maniobra 
(reconociendo, por lo tanto, que es un requisito accesible a varios licitadores) 

pero considera que es un requisito arbitrario cuya única finalidad es favorecer 
a la empresa Nord Engineering, que es la única que podría cumplir 
acumuladamente todos los requisitos exigidos. Frente a esta alegación, el 

informe técnico aportado por el órgano de contratación justifica 
adecuadamente esta exigencia técnica, que considera fundamental, en la 
consecución de los objetivos plasmados en los pliegos de la contratación y en 

la memoria de justificación del contrato, a la que ya se ha hecho referencia, 
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puesto que permitirá un ahorro de tiempo para la prestación del servicio de 
recogida diaria de los contenedores de superficie, que se traducirá en un 
ahorro de emisiones. Y en este sentido no puede perderse de vista que se 

trata de una contratación subvencionada con fondos europeos, resultando 
imprescindible que el vehículo cumpla con las mejores prestaciones 

medioambientales y la máxima eficiencia en cuanto al consumo.  Por lo 
tanto, procede desestimar la impugnación del PPT en cuanto a esta concreta 
cláusula. 

 
7º.- Se cuestiona, finalmente, la exigencia de que la instalación de 

video deba contar con dos monitores en el interior de la cabina. En este caso, 

se informa por el órgano de contratación, a través del informe técnico referido; 
que se considera como requisito fundamental dentro de las características del 
equipo que “el mismo esté compuesto por un número mínimo de cámaras y 

pantallas que garanticen que las operaciones de recogida y vaciado de 
contenedores se realicen de una mejor forma, más precisa y primando la 
seguridad, objetivo que sin duda redunda en la calidad del servicio que se 

ofrece a la vez que se minimizan los posibles accidentes (…)”. Sobre esta 
cuestión la recurrente se limita a realizar alegaciones contrarias a lo indicado, 
afirmando que se trata de un requisito superfluo que trata de favorecer a un 

fabricante concreto y que se trata de un sistema más antiguo que el utilizado 
por los vehículos de la recurrente, que utilizan una pantalla que muestra dos 
imágenes. No se prueba que se trate de un requisito que sólo reúna un 

fabricante determinado ni tampoco que no se adecúe a las exigencias 
funcionales recogidas en el PPT, que exige expresamente en la cláusula 2.2.2, 

que todo el proceso de recogida esté automatizado y pueda ser realizado por 
un único operador sin tener que abandonar la cabina del camión, por lo que 
el requisito exigido parece adecuado a la finalidad perseguida, considerando 

necesario el órgano de contratación un número mínimo de cámaras y pantallas 
en el vehículo. Por todo ello, se desestima igualmente la impugnación de este 
requisito técnico.  

 
De acuerdo con los razonamientos anteriores, procede la estimación 

parcial del recurso considerando que, de conformidad con el artículo 57.2 de 

la LCSP, “En todo caso la estimación del recurso que conlleve anulación de 
cláusulas o condiciones de los pliegos o documentación contractual de 
naturaleza análoga, determinará la anulación de los actos del expediente de 

contratación relacionados con su aprobación”. 
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En su virtud al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 
y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León  

 
 

III 
RESUELVE 

 

PRIMERO.- Estimar parcialmente el recurso especial en materia de 
contratación interpuesto por Servicios Integrales Vehículos Urbanos, S.L., en 
relación con la contratación del suministro de un camión recolector de RSU, 

con sistema de recogida de carga bilateral automática, compatible con seta 
F90, equipado con compactador fijo, capaz de recoger los contenedores 
superficiales instalados en el municipio - Lote 1- (expediente nº 2522/2024), 

declarando la nulidad de la cláusula 2.2.2 del PPT, en los términos expuestos 
en el fundamento jurídico 5º de esta Resolución, y acordar la retroacción del 
procedimiento al momento inmediatamente anterior a la elaboración del PPT 

para su nueva aprobación conforme a derecho.  
 
SEGUNDO.- Levantar la suspensión del procedimiento. 

 
TERCERO.- Notificar esta Resolución a todos los interesados en el 

procedimiento.  

 
CUARTO.- El órgano de contratación deberá dar conocimiento a este 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León de las 
actuaciones adoptadas para dar cumplimiento a esta Resolución. 
 

De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), 
contra esta Resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 

interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 

10.1.k de la LJCA). 
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